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Cuidado con las alternativas 
- 
 
La doctrina lleva medio siglo planteándose la cuestión de las 
alternativas a la pena de prisión1. En este punto se han examinado, ante 
todo, las posibilidades de la multa. No en vano, esta es una sanción que, 
desde los puntos de vista expresivo y preventivo-especial, parece 
suficientemente aflictiva y, además, no tiene efectos desocializadores2. 
Por otro lado, desde la perspectiva del análisis económico, la multa 
previene el delito sin entrañar ningún coste para el Estado, algo no 
irrelevante en los tiempos actuales de permanente crisis 
presupuestaria. Sin embargo, no parece que existan grandes avances en 
este punto. Es cierto que la multa ha ido ocupando, en términos 
cuantitativos, el papel central en el sistema de sanciones jurídico-
penales de muchos países desarrollados. No obstante, la prisión sigue 
siendo considerada la única sanción propiamente penal, lo que resulta 
muy relevante en la determinación de si alguna otra puede sustituirla 
en el ámbito de los delitos mala in se nucleares3. Además, en la mayoría 
de las naciones la prisión continúa siendo la sanción penal principal 
incluso en términos cuantitativos.  
 
La multa y los trabajos en beneficio de la comunidad constituyen, en 
mi opinión, las alternativas más prometedoras a la prisión, 
fundamentalmente por exclusión de las demás. En efecto, las otras 
alternativas –tal como estas se plantean– no resultan especialmente 
sugerentes4. Ciertamente, quienes hacen hincapié ante todo en la 
dimensión de la pena como expresión cualificada de reproche se han 
fijado en la representada por las penas infamantes o «avergonzantes»5.  
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Por su parte, quienes piensan en la inocuización del reo, apuntan a las diversas formas de control 
telemático. Sin embargo, aunque parece que evitar la prisión justifica el recurso a cualquier 
alternativa, las cosas no son tan sencillas. Como se ha señalado con razón, ello no debe dar lugar 
a que las demás opciones queden exentas del análisis de su conformidad con la Constitución6. 
Igualmente, tampoco procede afirmar que el consentimiento del reo –que sólo puede reputarse 
relativamente libre– puede bastar para su legitimación.  
 
Aquellos que piensan fundamentalmente en una cierta forma de «reinserción» del reo han 
planteado la intervención quirúrgica cerebral, la farmacológica o, en general, la neurobiológica 
como alternativas dignas de consideración7. En realidad, no se trata de nada nuevo en términos 
conceptuales. Sin embargo, es preciso reconocer que las posibilidades técnicas actuales hacen 
posible la realización de intervenciones bastante más sutiles que las tradicionales lobotomías o 
la propia práctica de la «castración química». Así, en los últimos años se detecta en la bibliografía 
de Derecho penal y filosofía moral una proliferación de análisis de tales propuestas en esta línea, 
en términos tanto favorables8 como contrarios en diversa medida9. Al igual que en los viejos 
tiempos, algunos autores sostienen que estas intervenciones no sólo pueden reputarse lícitas con 
consentimiento del afectado –¿en la disyuntiva de tener que soportar la prisión?– sino también, 
en ciertos casos, aunque se lleven a cabo de modo coactivo. Precisamente esto, unido a los efectos 
que producen, determina que el panorama resulte bastante más inquietante que prometedor10.  
 
Frente a quienes efectúan estas propuestas, la posición contraria esgrime uno de los «nuevos 
derechos». Este es el relativo al respeto de la identidad e integridad mental11 o, expresado en 
términos de autonomía, el derecho a la autodeterminación neurobiológica12. Ciertamente, al 
paso que vamos parece claro que estas pretensiones de indemnidad no sólo van a tener que 
esgrimirse frente a intervenciones punitivas o preventivas-asegurativas del Estado. Sin embargo, 
parece claro que este puede ser uno de sus escenarios fundamentales. Desde luego, es preciso 
superar la pena de prisión. Sin embargo, la pérdida de la libertad ambulatoria y de otras 
relevantes libertades físicas puede ser preferible a la pérdida de la identidad personal. 
 

Jesús-María Silva Sánchez 
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